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Barcelona, 22 de junio del año 2026
Comité de Derechos Humanos
Organización de las Naciones Unidas

La Clínica Jurídica de la Universitat Pompeu Fabra[footnoteRef:1], de acuerdo con la invitación de ese Comité para presentar aportaciones escritas para la elaboración de la Observación General No. 38 (OG), relativa al artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), sobre el derecho a la libertad de asociación, somete a su consideración las propuestas que a continuación se desarrollarán. Para cumplir con lo solicitado, se señalan los párrafos del borrador respecto de los cuales se realizan propuestas concretas y se desarrolla la propuesta para la inclusión de dos nuevos apartados, exponiendo en todos los casos las justificaciones correspondientes. [1:  Documento elaborado por María del Mar Otero González, María Laura Martínez, Valentina Bawarshi Verdejo, Oihana Galdos Iriondo y Vilma Colmenero Salas, estudiantes del curso de Derecho Internacional de los Derechos Humanos, del Máster en Ciencias Jurídicas Avanzadas de la UPF; bajo la coordinación del Dr. Karlos A. Castilla Juárez.] 


1. Observaciones generales
Se sugiere incluir, en el párrafo 7 del borrador, una prohibición expresa de los requisitos y limitaciones que puedan considerarse una violación del artículo 22 PIDCP, de la siguiente forma:
[...] si bien los Estados pueden imponer algunas restricciones al ejercicio del derecho en las condiciones estrictas establecidas en el artículo 22 (2) el derecho se aplica a todas las personas sin discriminación directa, indirecta, múltiple o interseccional. En esa medida, se considerarán contrarios a dicho artículo aquellos requisitos documentales de imposible cumplimiento, procedimientos de registro demorados de forma injustificada, auditorías financieras sesgadas o la estigmatización pública de las organizaciones [...]
Justificación de la propuesta:
Los requisitos documentales de imposible cumplimiento reducen ampliamente el ejercicio y disfrute de la libertad de asociación. Esto sucede porque actúan como barreras administrativas que, por su opacidad o arbitrariedad, vulneran el artículo 22, en la medida en que dificultan su ejercicio, al punto de hacerlo imposible. Por esta razón, se sugiere incluir la parte propuesta que hace referencia al tipo de restricciones que serían contrarias al artículo 22(2), para que el borrado tenga mayor claridad en dicho aspecto.

2. Ámbito de aplicación de la libertad de asociación (art. 22.1)
En el párrafo 18 del borrador se sugiere añadir la siguiente frase: 
[…] Por lo tanto, la afiliación a una asociación, partido político o sindicato debe basarse en el principio del libre consentimiento ejercido sin coacción alguna. La dimensión negativa de este derecho prohíbe no solo la afiliación forzosa por ley, sino también cualquier mecanismo indirecto de coacción estatal, tales como supeditar el acceso a empleos públicos, beneficios sociales, subsidios o asistencia humanitaria a la pertenencia o participación en determinadas asociaciones u organizaciones afines al Estado. […]
Justificación de la propuesta:
En este párrafo 18 se menciona brevemente que la libertad de asociación tiene una dimensión positiva y una negativa (el derecho a no ser obligado a asociarse). Sin embargo, no se puede desconocer que, actualmente, se utilizan mecanismos indirectos de coacción, como obligaciones de registro en asociaciones estatales o afines a los gobiernos de turno, para recibir ayudas médicas, alimentos o subsidios públicos. Esta situación genera preocupaciones en la medida en que vician la voluntad de asociación, y contrarían los fines de una sociedad democrática. Por esta razón, se debe precisar que tales mecanismos de coacción vulneran el artículo 22 del PIDCP.

3. Sindicatos (art. 22, párr. 2 y 3)
En el análisis de la libertad de asociación en el ámbito laboral, y el derecho a conformar y a constituir sindicatos, consideramos que como está redactado actualmente, no se aplican enfoques de género, o no con la fuerza necesaria que consideramos debe estar.  Por esa razón, se sugiere incluir, en la parte final del apartado “III. Sindicatos”, el siguiente párrafo:
“28. El derecho a la libertad de asociación en los ámbitos laboral y sindical requiere de la adopción de enfoques de género, que reconozcan las barreres estructurales que impiden que las mujeres ejerzan de forma plena y libre este derecho. Además, los Estados parte deben garantizar la participación efectiva de las mujeres en organizaciones sindicales, ya sea como integrantes o en roles de liderazgo”. 
Justificación de las propuestas:
Es importante incluir el párrafo propuesto, en virtud de las situaciones del ámbito laboral que dificultan el ejercicio pleno del derecho y que justifican la adopción de perspectivas de género. Por ejemplo: (i) las prácticas de discriminación o violencia en el trabajo por motivos de género que obstaculizan el ejercicio de la asociación sindical, la negociación colectiva y el derecho de huelga; (ii) la desigualdad en la división de las responsabilidades familiares entre hombres y mujeres, como situación que condiciona su participación efectiva en las organizaciones sindicales; (iii) las barreras que atraviesan para alcanzar posiciones de liderazgo en organizaciones sindicales; y (iv) la falta de una perspectiva de género en la justicia laboral, entre otras.

4. Obligaciones negativas y positivas de los Estados parte
Se propone añadir un párrafo dedicado al peligro y a la obligación de regulación por parte de los Estados sobre los “litigios estratégicos contra la participación pública”, las llamadas demandas SLAPP por sus siglas en inglés, mencionadas en el párrafo 30. De la siguiente forma:
“30 bis. El Comité ha observado con preocupación el aumento del uso de las demandas SLAPP, dirigidas de manera desproporcionada contra las asociaciones. Estas acciones se caracterizan por una gran asimetría de poder y de recursos. Estas no buscan un recurso judicial legítimo, sino el agotamiento financiero, organizativo y psicológico de las asociaciones. Su efecto acumulativo genera un grave efecto disuasorio que paraliza la defensa de los bienes comunes y el escrutinio público.  Los Estados parte, en virtud de su obligación de proteger el derecho de asociación frente a interferencias de terceros, deben implementar regulaciones que permitan la desestimación temprana de estas demandas abusivas, garantizar la asistencia jurídica a las asociaciones afectadas y sancionar el abuso del derecho procesal por parte de actores con gran influencia económica o política”.
Justificación de la propuesta:
Las demandas SLAPP pueden tomar la forma de procedimientos civiles o administrativos, pero su efecto acumulativo, que roza el acoso, especialmente para asociaciones de defensa de derechos humanos y medioambiente, representa un riesgo para el derecho de asociación. Por esta razón, el párrafo propuesto busca establecer las medidas que se deben adoptar para garantizar y proteger la libertad de asociación frente a estas medidas. Esto, en razón a que se observa que, si bien en el borrador se hace una descripción de las conductas de esta categoría que suponen una vulneración del derecho, no se hace referencia alguna a los mecanismos que se pueden implementar para dicho propósito. 

5. Libertad de asociación en la era digital
Se considera necesario abordar de forma más contundente los desafíos que surgen de las nuevas tecnologías, al tener un impacto en la sociedad y sobre todo en la participación democrática. En ese sentido, se hace una sugerencia al acápite de “sindicatos”, y se propone la creación de un nuevo apartado que trate este tema de las “asociaciones en línea” o el ejercicio del derecho de asociación en medios digitales, más allá de lo que se señala en el párrafo 11 del proyecto de borrador, como se expone a continuación:

5.1. Sindicatos de/en plataformas digitales
El proyecto no desarrolla cómo se materializa el derecho de asociación y de constituir sindicatos de los trabajadores de plataformas digitales. Por esa razón, se sugiere incluir un nuevo párrafo en el que lo desarrolle, de la siguiente forma:
“26 bis. El derecho a la libertad de asociación en el ámbito laboral también aplica para los trabajadores de plataformas digitales. En ese sentido, el Comité reconoce que en la mayoría de las legislaciones nacionales no se les considera trabajadores por las modalidades de relación contractual que se utilizan. Esta situación dificulta la creación y participación en sindicatos para la defensa de sus derechos. Por esta razón, al margen del tratamiento jurídico que se les dé, los Estados parte deben facilitar y procurar el ejercicio pleno del derecho de asociación, mediante otras vías de asociación colectiva o asegurarse de que el ejercicio de este derecho en el mundo analógico no se vea disminuido o afectado en los medios digitales, en línea o modalidades análogas desarrolladas en Internet”.
Justificación de las propuestas:
Es necesario incluir este apartado, ya que existen barreras legales que clasifican a estos trabajadores como contratistas independientes o autónomos terminan por excluirlos del ámbito de aplicación de las leyes laborales que protegen la libertad de asociación sindical[footnoteRef:2]. A esta situación se suman las dificultades para asociarse debido a la dispersión del Internet[footnoteRef:3], y el efecto disuasorio que se puede generar, bien sea por el temor a las medidas que permiten la desactivación o exclusión de trabajadores de las plataformas[footnoteRef:4], o bien por la supervisión permanente derivada de la conexión informática constante, que puede desincentivar las formas de asociación[footnoteRef:5], entre otros. [2:  Valerio De Stefano, "The Rise of the 'Just-in-Time Workforce': On-Demand Work, Crowd Work and Labour Protection in the 'Gig-Economy'" (Working Paper, International Labour Office – INWORK, WORKQUALITY; Bocconi University, Milan, 2015).]  [3:  Ibid.]  [4:  Ibid.]  [5:  Ibid.] 


5.2. Creación del apartado “IX. La libertad de asociación en la era digital” 
El párrafo 11 del borrador de OG reconoce que el artículo 22 se aplica por igual a las organizaciones presenciales y en línea, y que, en virtud de los principios de independencia, autonomía y libertad, las personas pueden elegir si ejercen su libertad de asociación “fuera de línea, en línea o en ambos contextos”[footnoteRef:6]. Asimismo, advierte que la expansión de las actividades de asociación en el entorno digital puede generar desafíos para los Estados parte, particularmente, la adopción de medidas que exijan a las empresas de tecnología o de plataformas realizar procesos de debida diligencia en materia de derechos humanos, o de investigación de vulneraciones de derechos humanos atribuidas a tales compañías.  [6:  CDH, Proyecto de Observación General n. ° 38, artículo 22: derecho a la libertad de asociación, párr. 16.] 

De estas consideraciones se puede observar que el borrador identifica los retos derivados de las nuevas tecnologías. Sin embargo, su enfoque es general, pues no está dirigido específicamente a la protección del derecho de asociación en Internet o en medios digitales. Por esta razón, se advierte la necesidad de un desarrollo profundo que, si bien podría hacerse en el párrafo 37 del borrador de OG, consideramos que su complejidad y contenido requieren un desarrollo a más profundidad, por lo que se sugiere agregar el siguiente apartado:
	“IX. La libertad de asociación en la era digital
60. El derecho a la libertad de asociación se puede ejercer en Internet y en medios digitales. Por esa razón, estos espacios —Internet, los medios digitales, las redes sociales y demás formas análogas en esos medios— están comprendidos dentro del ámbito de aplicación del artículo 22 del PIDCP. La protección de este derecho incluye a las asociaciones que operan en medios digitales, con o sin personalidad jurídica, y se extiende a las redes informales y a otros movimientos digitales.
61. Los Estados parte deben garantizar el ejercicio pleno del derecho en estos escenarios. Por esta razón, no solo deben abstenerse de restringir su acceso, sino que deben adoptar medidas que garanticen y promuevan el acceso a herramientas digitales esenciales, de forma libre, inclusiva y no discriminatoria, con especial atención a las personas y grupos minoritarios mencionados en el párrafo 9 de esta OG.
62. Se consideran contrarios artículo 22, en consonancia con los artículos 19, 21 y 25 del PIDCP, los cortes de Internet, las restricciones masivas de conectividad y los bloqueos indiscriminados de las plataformas o sitios web, especialmente cuando se dirigen contra asociaciones de oposición a los gobiernos, organizaciones de derechos humanos, sindicatos, movimientos estudiantes o grupos pertenecientes a minorías. Por ese motivo, las violaciones a la libertad de asociación en medios digitales, en especial cuando atienden a las restricciones referidas, deben cumplir el debido proceso, independientemente de que provengan de autoridades públicas o por actores privados, que afecten la actividad digital de las asociaciones.
63. Los Estados deberán garantizar que el uso de sistemas automatizados de toma de decisiones, herramientas de inteligencia artificial y tecnologías de análisis masivo de datos no se utilicen para identificar, clasificar, perfilar o vigilar a personas en función de su pertenencia real o percibida a asociaciones, sindicatos u otras formas de organización colectiva. Toda medida de esta naturaleza deberá ajustarse estrictamente a los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, y estar sujeta a mecanismos efectivos de supervisión y rendición de cuentas”.
Justificación de las propuestas: 
Se propone incluir un apartado que desarrolle el derecho a la libertad de asociación en Internet y en medios digitales, en atención al espacio tan importante que representa para el ejercicio del derecho, debido a que facilita las reuniones entre asociaciones, incluso en condiciones excepcionales que impidan reuniones presenciales, como situaciones de conflicto, emergencia, represión social, entre otras. Al respecto, se debe tener presente que el desarrollo de los sistemas de inteligencia artificial y herramientas de análisis masivo de datos plantea nuevos riesgos para el derecho de asociación. Estas tecnologías podrían ser usadas para identificar, clasificar o monitorizar a personas y grupos en función de su pertenencia o participación en asociaciones, sindicatos u otras formas de organización colectiva, generando efectos disuasorios y riesgo de discriminación. Por ello, consideramos necesario que el Comentario General aclare expresamente que el uso de estas tecnologías debe respetar los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, así como todo el contenido del artículo 22 del PIDCP.

6. Creación del apartado “X. El derecho de la libertad de asociación de los niños, niñas y adolescentes”
El artículo 22 (1) del PIDCP reconoce la libertad de asociación a toda persona sin establecer distinción por razón de la edad, con inclusión de los niños, niñas y adolescentes (en adelante, NNA) como titulares de este derecho en igualdad de condiciones. Además, la Convención sobre los Derechos del Niño (en adelante, CDN) reconoce expresamente su derecho a la libertad de asociación y a la reunión pacífica[footnoteRef:7]. Sin embargo, pese a que el Proyecto reconoce a este grupo como un especialmente vulnerable a las restricciones en su ejercicio[footnoteRef:8], no ofrece una orientación específica sobre cómo se ejerce, en atención a las características propias del desarrollo infantil y adolescente, ni precisa las obligaciones positivas y negativas que se derivan para los Estados parte. Por esta razón, se advierte la necesidad de un desarrollo profundo que, por su complejidad y contenido, requieren un capítulo propio, por lo que se sugiere agregar el siguiente apartado: [7:  CND, art. 15(1).]  [8:  CDH, Proyecto de Observación General n. ° 38, artículo 22: derecho a la libertad de asociación, párr. 9. ] 

	“X. El derecho a la libertad de asociación de los niños, niñas y adolescentes
64. El artículo 22(1) del PIDCP reconoce el derecho a la libertad de asociación a toda persona sin establecer distinción por razón de la edad. Esta formulación incluye a los niños, niñas y adolescentes (NNA) como titulares de este derecho en igualdad de condiciones, y como grupo especialmente vulnerable a las restricciones en su ejercicio.
65. El ejercicio pleno del derecho requiere que la dirección y orientación de los representantes legales no suponga una titularidad sustitutiva del derecho, sino una función de apoyo destinada a permitir que los NNA ejerzan por sí mismos sus derechos. Esta se debe realizar conforme al principio de autonomía progresiva. 
66. Las restricciones al derecho de asociación de los NNA también deben estar previstas en la ley, perseguir fines legítimos y ser necesarias en una sociedad democrática. En esa medida, los requisitos de registro o autorización administrativa para asociaciones integradas o fundadas por menores no se deben traduzcan en barreras desproporcionadas ni en exigencias automáticas de intervención adulta, salvo justificación estricta y proporcional. Requerir representantes adultos, como condición general de registro podría constituir una restricción discriminatoria por razón de la edad. El interés general del menos no puede invocarse para restringir su participación en organizaciones, pues no es admisible recurrir a esa noción de manera genérica para excluir a los NNA del espacio cívico o para limitar preventivamente su participación colectiva sin una justificación individualizada y suficiente.
67. La libertad de asociación de los NNA también incluye su ejercicio en medios digitales. Estos constituyen uno de los principales espacios de organización y participación colectiva, especialmente en la adolescencia”.
Justificación de la propuesta:
Se sugiere incluir este apartado, en el que se desarrolla el derecho a la libertad de asociación de los NNA en la medida en que no fue abordada en el borrador, a pesar de que tratarse de un grupo vulnerable. Es importante reconocer este derecho en cabeza de los NNA para que los Estados parte tengan presente que su garantía y protección incluye a las asociaciones integradas y creadas por NNA, incluso en entornos digitales.

Desde la Clínica Jurídica de la Universitat Pompeu Fabra confiamos en que el proceso de elaboración de esta Recomendación General por parte del Comité de Derechos Humanos concluya con éxito. Quedamos a su disposición para resolver cualquier duda sobre nuestra contribución.
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